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Las negociaciones entre el MERCOSUR y la 
Unión Europea (UE) dieron su inicio en la se-
gunda mitad de la década de los ’90. La Coor-
dinadora de Centrales Sindicales del Cono 
Sur (CCSCS) y la Confederación Europea de 
Sindicatos (CES) acompañaron desde su ini-
cio este proceso colocando los énfasis del 
movimiento sindical en tres aspectos: 

a.	 que la negociación debe plantearse en for-
mato bloque-bloque ya que otro formato 
significaría el debilitamiento del MERCO-
SUR (u otro bloque subregional); 

b.	 que el proceso y los resultados de la ne-
gociación deben tomar en cuenta las asi-
metrías entre ambas regiones y también 
al interior de los bloques, asegurando el 
desarrollo productivo sustentable de los 
países de menor desarrollo relativo;

c.	 que el acuerdo biregional debe incluir un 
capítulo exclusivo referido a los aspectos 
socio-laborales. 

Más tarde el proceso de negociación con la 
UE se amplía a las diferentes subregiones 
de América Latina, con la consecuente inclu-
sión del tema como asunto prioritario en las 
agendas sindicales andina, centroamericana 
y continental. Los énfasis conceptuales del 
movimiento sindical se extienden así a todo el 
continente.

La Fundación Friedrich Ebert (FES), a través 
de su Programa FES Sindical Regional, ha 
acompañado sistemáticamente el curso de 
estas negociaciones. No sólo ha apoyado la 
realización de reuniones para la discusión y 
elaboración de propuestas programáticas y 
de acción sindical conjunta entre las estruc-
turas sindicales subregionales, la Confede-
ración Sindical de Trabajadores/as de las 
Américas (CSA) y la CES, sino también ha 
aportado insumos técnicos que ayudan a la 
posterior toma de decisiones sobre diferen-
tes aspectos. Es dentro de este eje de trabajo 
que en 2004 elaboramos como insumo para la  
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discusión un documento referido a la dimen-
sión socio-laboral del eventual acuerdo de 
asociación. Posteriormente la CCSCS y la 
CES decidieron transformar este documento 
en un Capítulo Socio-Laboral acabado, que 
luego fue presentado por ambas organizacio-
nes a las autoridades de cada bloque.

En esta misma dirección se ubica el presente 
trabajo. Su objetivo es aportar desde una pers-
pectiva de género aquellos elementos que de-

ben ser incorporados en toda propuesta que 
el movimiento sindical presente en relación a 
la dimensión socio-laboral de los acuerdos de 
asociación. El riesgo de retroceder en las con-
quistas alcanzadas a nivel del derecho formal, 
o bien por erosión o bien por incumplimiento, 
es constante. Es por esto que la equidad y la 
búsqueda de la igualdad de oportunidades en-
tre hombres y mujeres exigen un compromiso 
permanente por parte de las organizaciones 
sociales. 

	 Katharina Meier 
	 Representante en Uruguay 
	 Directora FES Sindical Regional 
	 Fundación Friedrich Ebert
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Este texto busca aportar al sindicalismo ele-
mentos para la incorporación de la perspec-
tiva de género a la propuesta de pautas para 
una dimensión social del acuerdo de asocia-
ción subregional de América Latina con la 
Unión Europea.1

Las relaciones entre comercio internacional 
y derechos laborales son actualmente un de-
safío político y económico para los países de 
América Latina, los cuales luego de regímenes 
dictatoriales introdujeron en sus nuevas cartas 
constitucionales prerrogativas de derechos 
universales para hombres y mujeres. Al final 
de la década del noventa estos países enfren-
taron otras transformaciones derivadas de la 

reorganización industrial y de la mundializa-
ción de los mercados.

En ese escenario la perspectiva de la igualdad 
de oportunidades entre hombres y mujeres 
exige una especial atención para que no se 
pierdan las conquistas alcanzadas en el plano 
de los derechos formales —derechos consti-
tucionales— y para reafirmar la preocupación 
por corregir las erosiones de derechos y el fo-
mento de las desigualdades en el ámbito labo-
ral, que se han agravado en el continente.

Vale acordar que la inquietud de promover la 
equidad fue un importante eje temático des-
de la propia fundación de la Organización  

	1.	 Introducción

1	 Como punto de partida se tomó el trabajo de Óscar Ermida Uriarte, Hugo Barreto Ghione y Octavio Carlos Racciatti denomina-
do Caminos para incluir la dimensión socio-laboral en acuerdos de asociación: el ejemplo UE-Mercosur, de junio de 2008. 
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Internacional del Trabajo (oit). En aquel perío-
do los países reorganizaban sus vocaciones 
y configuraciones económicas debilitadas por 
la primera guerra mundial, y los derechos de 
las trabajadoras fueron incluidos como parte 
de los intentos de desarrollo, paz y cohesión 
social. La inclusión del principio de igualdad 
ha significado la aceptación de aspiraciones 
ya presentes en varios contextos nacionales. 
Las propuestas de los primeros convenios de 
la oit estaban en la agenda de las federacio-
nes internacionales de las mujeres obreras y 
de las organizaciones internacionales femeni-
nas (Thomas, 2001; Cappellin, 2001).

La proliferación de los acuerdos de liberaliza-
ción comercial entre regiones del mundo con 
niveles de desarrollo asimétricos pone sobre 
la mesa la necesidad de pensar cómo se pre-
servarán los derechos laborales y se garan-
tizará el trabajo decente para trabajadores y 
trabajadoras en su conjunto, sin olvidar las di-
ferencias de género que marcan la inserción 
de cada uno en la sociedad.

En el ámbito de los organismos internacionales 
oficiales que definen las políticas macroeco-
nómicas y comerciales la reflexión sobre la 
economía y el comercio desde la perspectiva 
de género no está adecuadamente desarrolla-
da, según organizaciones feministas que se 
ocupan del tema. Fundamentalmente orga-
nizaciones feministas han analizado cómo el 
comercio y la liberalización comercial afectan 
la vida de las mujeres y cuáles son los efectos 
diferenciados sobre hombres y mujeres de las 
políticas económicas y comerciales derivadas 
de los procesos de globalización y apertura 
comercial.

Vale citar la red Mujeres en el Desarrollo en 
Europa, conocida como wide (por su sigla en 
inglés), creada en 1985, que desarrolla, entre 

otros, un proyecto intitulado Relaciones Co-
merciales entre la Unión Europea y América 
Latina;2 la Asociación Internacional de Econo-
mía Feminista (iaffe, por su sigla en inglés), 
creada en 1992, que publica la revista Econo-
mía Feminista (Feminist Economics);3 y la Red 
Feminista de Género y Comercio (igtn, por su 
sigla en inglés), creada en 1999, que juega un 
rol destacado en América Latina a través de su 
coordinación local.4

En 2001 wide calificó como inconsistente la 
política de gender mainstreaming de la Unión 
Europea, porque no mencionaba los acuer-
dos comerciales o de integración interregional 
como un área de política a la cual debían apli-
carse patrones de igualdad de género (wide, 
2001). El Reglamento de la Comisión Europea 
sobre igualdad de género en la cooperación 
para el desarrollo, de 1998, y su edición revi-
sada en 2004 enfatizan la necesidad de incor-
porar la perspectiva de género en las políticas 
y actividades del bloque, pero el comercio no 
aparece entre las áreas mencionadas (Van 
Staveren, 2007).

En 2007, en un foro de discusión entre repre-
sentantes de la Unión Europea y de organiza-
ciones de mujeres de Asia y América Central, 
estas le reclamaron a la Unión Europea más 
coherencia entre su política interna, conocida 
por los avances en términos de igualdad de 
género, y su política externa en lo que concier-
ne a la presencia de la perspectiva de género 
en los acuerdos de asociación interregional en 
negociación (wide, 2007).

Illescas y Salinas (2007) se refieren a la vul-
nerabilidad de la situación de las mujeres en 
América Central y cuestionan en qué medida 
los acuerdos que se negocian entre la región y 
la Unión Europea toman en cuenta este factor 
para evitar el empeoramiento de las condicio-

2	 wide realiza investigaciones y también un trabajo de presión sobre la Unión Europea y otros organismos mundiales como la 
omc, el bm o el fmi, para que las políticas comerciales incorporen la perspectiva de género (http://wide.gloobal.net).

3	 iaffe tiene estatus consultivo junto al Consejo Económico y Social de Naciones Unidas desde 1997.
4	 Los objetivos de la Red Feminista de Género y Comercio son impulsar la investigación de las relaciones entre género y comer-

cio internacional e incidir en la incorporación de una perspectiva feminista a las negociaciones comerciales y las decisiones 
económicas. Tiene coordinaciones en todos los continentes (www.generoycomercio.org).
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nes de trabajo y de vida de las trabajadoras, 
entre ellas las mujeres rurales, las migrantes, 
las trabajadoras del sector informal y de sec-
tores como las maquilas y el turismo. Si bien 
esos dos últimos sectores ofrecen puestos de 
trabajo, estos son inseguros y sujetos a todo 
tipo de discriminaciones. Cuestionamientos 
similares se realizan con relación a los países 
del Mercosur (wide, 2001).

Los compromisos de los gobiernos occiden-
tales con la igualdad de género se han trans-
formado en presencia obligatoria en los do-
cumentos oficiales desde que las Naciones 
Unidas asumió el tema como uno de sus ejes 
de actuación; los convenios de la oit estable-
cen la referencia básica a los principios de no 
discriminación y de igualdad de oportunida-

des y trato en el ámbito laboral. A pesar de 
ello, no siempre son traducidos en reglamen-
tos y prácticas que efectivamente los trans-
formen en realidad en la vida cotidiana de los 
individuos, para frenar e impedir la reiterada 
violación de derechos.

La pregunta clave es en qué medida los acuer-
dos entre la Unión Europea y los bloques lati-
noamericanos, que se proponen ser más que 
exclusivamente tratados de comercio, sino 
una asociación económica, política, social y 
cultural, se construyen efectivamente con la 
perspectiva de profundizar el desarrollo eco-
nómico con justicia social y respeto a todos 
los derechos humanos, inclusive los que se 
refieren de forma particular a las mujeres.
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Dos conceptos orientan la reflexión sobre la 
incorporación de la perspectiva de género 
a las políticas comerciales: género y gender 
mainstreaming.

Género se refiere a la construcción social e his-
tórica del sexo biológico, es decir la definición 
de lo que es femenino y lo que es masculino 
a través de la cultura (que varía en el espacio 
y el tiempo). La construcción y reproducción 
del género ocurre a nivel individual y social, 
a través del aprendizaje de los roles y funcio-
nes atribuidos a cada sexo y de las políticas 
y estructuras sociales que institucionalizan y 
mantienen los patrones de género. Es tam-
bién una definición socialmente construida de 
la relación entre los sexos como una relación 
desigual de poder, con dominación masculina 
y subordinación femenina en muchas esferas 
de la vida. Los hombres y las capacidades, ro-
les, funciones y valores atribuidos a ellos son 

más positivamente reconocidos —en muchos 
aspectos— que las mujeres y las capacidades 
a ellas atribuidas (Consejo Europeo, 1998).

En comparación con los hombres, las muje-
res tienen menor parcela de poder económi-
co, están mucho menos representadas en los 
niveles de decisión política, sufren formas de 
violencia que derivan exclusivamente del he-
cho de ser mujeres, y tienen menor acceso a 
los recursos disponibles en la sociedad.

Y no se trata de un fenómeno aislado. Al con-
trario, la organización social se rige por un sis-
tema de género, un entramado de procesos y 
mecanismos culturales, legales e institucio-
nales que regulan y organizan la sociedad de 
forma que hombres y mujeres se consideran 
y actúan pautados por las creencias que defi-
nen lo que es propio de cada sexo (Astelarra, 
s.f.).

	2.	 Perspectiva 	
	 de género y 	
	 gender mainstreaming
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Los fenómenos económicos y las decisiones 
de política económica impactan de modo dife-
rente en hombres y mujeres al darse en con-
textos permeados por un sistema de relaciones 
de género basado en la desigualdad (Espino, 
s.f.). La responsabilidad predominante de las 
mujeres en la esfera de la reproducción so-
cial5 incide directamente en la modalidad de 
su inserción y permanencia en el mercado la-
boral y le quita posibilidades en ese y otros 
espacios de la vida social.6

La situación de género combinada con otros 
elementos como clase, raza/etnia y cultura 
condiciona las posibilidades y oportunidades 
de los individuos en las esferas privada, eco-
nómica, política, social y cultural.

Esa dinámica se reproduce con mayor o me-
nor intensidad y con características particula-
res según el momento histórico, el contexto 
económico, el país, la región y el grado de 
desarrollo de las luchas por los derechos de 
las mujeres y la equidad de género. Algunas 
sociedades han avanzado más que otras en la 
superación de las discriminaciones sociales y 
laborales fundadas en las relaciones de géne-
ro, sin embargo la desigualdad entre hombres 
y mujeres sigue siendo una de las marcas fun-
damentales de la estructura social.

Del análisis de género derivó el concepto de 
gender mainstreaming o transversalidad de 
género. Se trata de una herramienta metodo-
lógica creada en el seno de las Naciones Uni-
das con el objetivo de hacer más eficaces las 
políticas de desarrollo destinadas a cambiar la 
situación subordinada de las mujeres.

La idea fuerza del gender mainstreaming es 
que el género no puede ser un área aislada del 
conjunto de las políticas, sino que es elemen-
to constitutivo de todas las áreas. Eso porque 
las desigualdades de género, que constituyen 
uno de los ejes de estructuración de las rela-
ciones sociales, se manifiestan en todos los 
ámbitos de la vida social y como consecuen-
cia no podrán ser superadas sin cambios en 
una amplia gama de políticas, entre ellas las 
políticas económicas, laborales, fiscales y fi-
nancieras (Van Staveren, 2007).

La perspectiva de género deberá ser, enton-
ces, uno de los ejes orientadores de todas las 
áreas de políticas y estar presente en la defi-
nición de las políticas institucionales, desde la 
decisión sobre qué política adoptar, su diseño, 
su implementación, hasta su evaluación (Stie-
gler, 2000).

Se debe partir de la observación de cómo un 
determinado problema que se pretende tratar 
afecta de forma diferenciada a hombres y mu-
jeres, y considerar los impactos posibles so-
bre ambos de las políticas que serán adopta-
das para enfrentarlo. El reconocimiento de las 
diferencias y desigualdades en el lugar social 
que ocupa cada uno es el hilo orientador de la 
propuesta.

Pensar en términos de transversalidad de gé-
nero significa que no es suficiente, aunque sea 
imprescindible, asumir los principios de no dis-
criminación e igualdad de género, sino que es 
necesario ir más allá para transformar la pers-
pectiva de género en elemento inseparable de 
la elaboración e implementación de políticas.

5	 Trabajo doméstico no remunerado, cuidado y educación de los hijos/as, cuidado de los adultos mayores y de los enfermos 
en la familia, tareas de atención comunitaria.

6	 El acceso a los puestos de trabajo y las posibilidades de permanencia, ascenso y calificación profesional están basados en 
estereotipos y prejuicios que derivan de roles de género que limitan a las mujeres el abanico de posibilidades profesionales. 
Además, son características de la inserción laboral femenina: valoración desigual de esa mano de obra, que resulta en suel-
dos por lo general inferiores a los masculinos; menor acceso a puestos de decisión y mando; discriminación en función de 
la maternidad; dificultades para conciliar empleo y familia por la falta de medidas efectivas que alivien el peso de las respon-
sabilidades familiares y domésticas; jornadas de trabajo que acumulan las horas del empleo remunerado con las utilizadas 
para las tareas en el hogar, y acoso sexual. Todas estas situaciones se ven agravadas o no según el grupo económico al 
que pertenezcan las mujeres, sus posibilidades de acceso a la educación y calificación profesional, su origen étnico, y otros 
factores.
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En las últimas décadas se ha avanzado en la 
construcción de mecanismos jurídicos e ins-
titucionales y políticas gubernamentales y de 
alcance internacional volcados a la superación 
de las discriminaciones basadas en el sexo y a 
la construcción de más igualdad de oportuni-
dades y de trato entre hombres y mujeres.

La fuerte movilización de las mujeres en pro de 
la igualdad de derechos y por la eliminación 
de las variadas formas de subordinación a que 
están sometidas ha influido definitivamente en 
los cambios legales, culturales, sociales y de 
comportamiento experimentados particular-
mente en el mundo occidental en la segunda 
mitad del siglo xx. La entrada masiva de muje-
res de los sectores medios al mercado laboral 
(las mujeres pobres hacía mucho que ejercían 
tareas remuneradas) jugó un rol importante en 
la construcción de ese nuevo escenario (Thé-
baud, 1993; Hobsbawn, 1995).

Los derechos de las mujeres y la igualdad de 
género se tornaron áreas de acción de orga-
nismos internacionales vinculados a las políti-
cas de desarrollo y de políticas públicas a es-
cala nacional y local, si bien con niveles muy 
diferenciados según el contexto.

En el ámbito de la legislación laboral se han 
eliminado muchas leyes discriminatorias y se 
ha transitado del paradigma de la protección 
del trabajo femenino al de la igualdad de de-
rechos y oportunidades entre hombres y mu-
jeres.

Los convenios de la oit —números 100 [igual-
dad de remuneración entre hombres y mujeres 
por trabajo de igual valor], 103 [protección de 
la maternidad], 111 [contra la discriminación 
en el empleo y la ocupación] y 156 [igualdad 
de oportunidades y de trato entre trabajadores 
y trabajadoras: trabajadores con responsabi-

	3.	 Instrumentos 	
	 de defensa 	
	 de la igualdad de 	
	 género en el 	
	 ámbito laboral
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lidades familiares]— son la herramienta inter-
nacional más directamente relacionada con 
los derechos de las mujeres, la igualdad de 
oportunidades y el trato en el mundo laboral.

En el caso específico del Mercosur, la Declara-
ción Sociolaboral (1998) es un instrumento im-
portante de afirmación del compromiso de los 
estados partes con la noción de que perseguir 
el crecimiento económico es saber alcanzar 
el equilibrio entre producción social y mejores 
condiciones de vida para la población. Los es-
tados reafirman también su compromiso con 
varios instrumentos de derechos humanos y 
con la creación de «mecanismos de segui-
miento y evaluación de los componentes so-
ciales de la mundialización de la economía, a 
fin de asegurar la armonía entre el progreso 
económico y bienestar social».7

El principio de no discriminación es el primer 
artículo de los objetivos de los derechos indi-
viduales.8 Además, los estados se compro-
meten «a garantizar, mediante legislación y 
prácticas laborales, la igualdad de tratamiento 
y oportunidad entre mujeres y hombres» (artí-
culo 3).

En el ámbito de todo el continente latinoame-
ricano y en relación directa con la Unión Eu-
ropea se destaca la primera Cumbre de Jefes 
de Estado y de Gobierno de América Latina y 
el Caribe - Unión Europea, realizada en 1999 
en Brasil. La Declaración de Río de Janeiro, 
que resultó de la cumbre, integra la igualdad 
de género como parte de los derechos hu-
manos e incluye un párrafo específico entre 
los compromisos de los estados en el ámbi-

to político (párrafo 15) referido a las políticas 
gubernamentales: «reafirmar la plena igualdad 
de géneros como parte inalienable, integral e 
indivisible de todos los derechos humanos y li-
bertades fundamentales, comprometiéndonos 
así a incorporar una perspectiva de género en 
las políticas públicas de nuestros gobiernos».

Ese compromiso debería alimentar la realiza-
ción y el monitoreo de políticas públicas en el 
área de empleo con el fin de corregir las dis-
criminaciones hoy existentes en los diferentes 
espacios laborales. El principio de igualdad de 
oportunidades y de trato sería soporte eficaz a 
la integración de las mujeres latinoamericanas 
al trabajo en condiciones de no discrimina- 
ción si los gobiernos desarrollaran iniciativas 
de políticas públicas proactivas en el ámbi-
to del trabajo y el empleo. Esas iniciativas, 
ya presentes en Europa, podrían estimular la 
adhesión de los sectores productivos que to-
davía no proporcionan condiciones dignas de 
empleo a las mujeres.

La quinta y más reciente cumbre entre los 
gobiernos de las dos regiones, realizada en 
mayo de 2008 en Lima, Perú, se dio en el mar-
co de construcción de los acuerdos birregio-
nales. En la Declaración de Lima, que resultó 
de la cumbre, se definen dos desafíos claves 
a abordar por la acción integrada de los go-
biernos: «la pobreza, la desigualdad y la ne-
cesidad de sociedades más inclusivas; y el 
desarrollo sostenible, el medio ambiente, el 
cambio climático y la energía». La igualdad de 
género y las mujeres son nombradas en tres 
momentos de la Agenda de Lima en el marco 
del primer desafío:

7	 Son nombrados: la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos (1966), el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), la Declaración Americana 
de Derechos y Deberes del Hombre (1948), la Carta Interamericana de Garantías Sociales (1948), la Carta de la Organización 
de los Estados Americanos (oea) (1948) y la Convención Americana de Derechos Humanos sobre Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1988).

8	 «Art. 1.°. Todo trabajador tiene garantizada la igualdad efectiva de derechos, tratamiento y oportunidad en el empleo y ocu-
pación, sin distinción o exclusión por motivo de raza, origen nacional, color, sexo u orientación sexual, edad, credo, opinión 
política o sindical, ideológica, posición económica o cualquier otra condición social o familiar, en conformidad con las dispo-
siciones legales vigentes. Los Estados Partes se comprometen a garantizar la vigencia de este principio de no discriminación. 
En particular, se comprometen a realizar acciones destinadas a eliminar la discriminación en lo que refiere a los grupos en 
situación desventajosa en el mercado de trabajo.»
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al hacer referencia a las políticas socia-
les según «requerimientos específicos del 
grupo objetivo», promoviendo «una mayor 
igualdad de género y los derechos de las 
personas con discapacidad, de los niños, 
de los pueblos indígenas o de otros gru-
pos sociales que requieran atención espe-
cial […]»;

cuando se propone como una de las me-
tas para 2020 «universalizar la atención a 
las madres gestantes y a los recién naci-
dos»; y

cuando se propone promover «el empode-
ramiento económico, político y social de la 
mujer» dentro del objetivo de estimular la 
participación social y el sentido de perte-
nencia.

En el tratamiento del tema trabajo y empleo, 
sin embargo, no hay referencias explícitas a la 
desigualdad de género ni a medidas para al-
canzar la igualdad de oportunidades y de trato 
entre hombres y mujeres.

Con las declaraciones antes mencionadas se 
conectan otros instrumentos internacionales 
básicos de defensa de los derechos de las 
mujeres desarrollados en décadas más recien-
tes, que trataron de incluir el tema del trabajo 
denunciando las formas de explotación de la 
mano de obra femenina, explicitando los víncu-
los entre el rol de las mujeres en la reproduc-
ción social y el trabajo remunerado, y formulan-
do propuestas a los gobiernos, organizaciones 
internacionales y de la sociedad civil de supe-
ración de la subordinación económica de las 
mujeres. Entre ellos:

Convención sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la Mu-
jer, conocida como cedaw (por su sigla en 
inglés), aprobada por la Asamblea General 
de Naciones Unidas en 1979, y su Protoco-
lo Facultativo, de 1999.9









	 La cedaw es el instrumento internacional 
de mayor alcance en lo que respecta a los 
derechos de las mujeres. El capítulo 11 de 
la parte III trata específicamente el tema 
trabajo y empleo.

Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer, conocida como Convención de 
Belém do Pará, de alcance regional (oea), 
aprobada en 1994, que incluye la violencia 
en el lugar de trabajo (artículo 2).

	 Esta convención, todavía poco conocida 
fuera de los ámbitos institucionales que 
tratan directamente los derechos de las 
mujeres y las políticas de igualdad de gé-
nero, podría tener un papel clave como 
instrumento de reconocimiento político en 
el continente latinoamericano de que el 
combate a la violencia hacia las mujeres 
en todos los ámbitos es responsabilidad 
(también) del Estado.

Plataforma de Acción de la 4ª. Conferencia 
Mundial sobre la Mujer de Naciones Uni-
das (China, 1995).

	 La Plataforma de Acción que resultó de la 
4ª. Conferencia Mundial de la Mujer de Na-
ciones Unidas insiste en la necesidad de 
tomar en cuenta la perspectiva de género 
en la elaboración de los acuerdos comer-
ciales. El capítulo IV, titulado «Objetivos es-
tratégicos y medidas», dedica su punto f al 
tema economía, analiza las desigualdades 
de género en ese ámbito y propone múlti-
ples medidas para superarlas, que deberán 
ser asumidas por gobiernos, empresariado 
y organizaciones no gubernamentales.

	 En el párrafo 165 se reconoce explícita-
mente a las políticas económicas y comer-
ciales como un área que debe estar trans-
versalizada por las políticas de género. Se 
llama a los gobiernos a:

«k)	Lograr que las políticas nacionales re-
lacionadas con los acuerdos comer-





9	 El Protocolo Facultativo trató de poner a la cedaw en igualdad de condiciones con otros instrumentos internacionales, para 
pasar de la declaración de principios a la aprobación de mecanismos de denuncia y rectificación de prácticas de cualquier 
tipo que atenten contra los derechos protegidos por la cedaw (iddh 2004).
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ciales internacionales y regionales no 
tengan efectos perjudiciales para las 
actividades económicas nuevas y tra-
dicionales de la mujer;

	 […]
p)	 Utilizar en la formulación de las políti-

cas macroeconómicas y microeconó-
micas y sociales el análisis de género 
a fin de vigilar las repercusiones de 
género y modificar las políticas en los 

casos en que esas repercusiones sean 
perjudiciales».

Como expresa wide (2001), es necesaria la 
«institucionalización de la igualdad de género 
en las relaciones y acuerdos comerciales», de 
manera que sean en la práctica más coheren-
tes con lo que se proponen como instrumen-
tos de desarrollo humano.
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Las propuestas que se presentan a continua-
ción son válidas para cualquiera de los mode-
los de instrumento de defensa de los derechos 
sociales que el sindicalismo decida proponer 
para el acuerdo entre América Latina y la Unión 
Europea (declaraciones o cartas de derechos 
sociales, cláusulas sociales o equivalentes).

1.	 La igualdad de género debe estar enuncia-
da ya en el inicio del documento, cuando 
aparezca formulado el compromiso de los 
países con los valores más universales de 
igualdad, derechos humanos, cohesión 
social, etcétera. Esto es consecuencia ló-
gica de la concepción de que género no 
es una parte aislada de una política sino 
uno de los ejes de todas las políticas; la 
igualdad de género no es un objetivo par-
cial sino que es indisociable de la idea de 
desarrollo y justicia social, y las desigual-
dades de género están en la estructura de 
las relaciones sociales.

	 El documento debe expresar la compren-
sión (y el consecuente compromiso de los 
gobiernos) de que la igualdad entre hom-
bres y mujeres es un eje que deberá ser 
tomado en cuenta en todos los aspectos 
tratados en la declaración.

2.	 Entre los instrumentos internacionales de 
derechos humanos y de derechos labora-
les que fundamenten las propuestas sindi-
cales es imprescindible agregar:

la Convención sobre la Eliminación de to-
das las Formas de Discriminación Contra 
las Mujeres (cedaw) y su Protocolo Fa-
cultativo, y la Convención de Belém do 
Pará, a cuyo cumplimiento están obliga-
dos los estados que las ratificaron;

la Convención sobre los Derechos del 
Niño y de la Niña (Naciones Unidas, 
1989), incluyendo la prohibición del tra-
bajo de niños, niñas y adolescentes;





	4.	 Propuestas para 	
	 incluir la dimensión	
	 de género en 	
	 acuerdos de asociación
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la Convención sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación 
Racial (Naciones Unidas, 1965). Las 
discriminaciones de género y raza se 
cruzan en el mercado laboral.10

3.	 La Declaración (de los gobiernos) y la Pla-
taforma de Acción de la 4ª. Conferencia 
Mundial de la Mujer deben ser un marco 
de referencia del acuerdo.

4.	 Las propuestas sindicales no se deben li-
mitar a reafirmar los principios fundamen-
tales de no discriminación y de igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres, 
sino que se debe evaluar qué aspectos es-
pecíficos de los derechos de las mujeres y 
qué condiciones necesarias para concretar 
la igualdad de género caben en cada uno 
de sus apartados. Se trata de salir de las 
formulaciones abstractas y apuntar a metas 
y medidas que materialicen los principios.

	 Se podrá argumentar que esto es inne-
cesario ya que todos los derechos están 
contemplados bajo el paraguas de los dos 
principios. Sin embargo, hay dos razones 
que justifican detallar algunos aspectos.

	 Primero, el hecho de que las asimetrías 
que se reconocen entre los países del con-
tinente latinoamericano incluyen también 
desniveles en la realidad de los derechos 
sociales y laborales consagrados. Hay le-
gislaciones laborales más avanzadas que 
otras; el poder de negociación e incidencia 
de los sindicatos para bregar por nuevos 
derechos y conquistas es muy diferencia-
do y desigual, y más aún si se habla de la 
incorporación de la perspectiva de géne-
ro a la pauta sindical y de la participación 
de las mujeres en los niveles de decisión 
y en las negociaciones; los mecanismos 
de fiscalización y control del cumplimiento 
de los derechos laborales son desiguales 
en su estructura y eficacia. De eso puede 

 resultar mucha fluidez en la consideración 
del contenido de esos principios.

	 Segundo, el tema de la igualdad de género 
y los derechos de las mujeres está más an-
clado y reglamentado en la Unión Europea 
que en América Latina, por lo tanto sus 
negociadores/as pueden no darles mucha 
importancia a ciertos aspectos porque les 
parecerán ya alcanzados o contemplados 
en los comportamientos del mercado la-
boral, y de esa forma terminarían por ser 
tolerantes con niveles de discriminación 
no aceptados «en casa». Por ejemplo, al-
gunas prácticas discriminatorias relacio-
nadas con el embarazo y la maternidad 
que subsisten en América Latina.

	 Entre los puntos que se deberían especifi-
car están:

a)	 Lo pautado por los convenios 103 (pro-
tección a la maternidad) y 156 (igual-
dad de oportunidades y de trato entre 
trabajadores y trabajadoras: trabajado-
res con responsabilidades familiares) 
de la oit. Habría que mencionar, por 
ejemplo, la necesidad de cumplimien-
to de la legislación sobre guarderías 
en el local de trabajo donde existan, y 
la creación de normativas correspon-
dientes donde no existan.

	 El cuidado de los hijos/as chicos es un 
nudo no resuelto en el desafío de com-
patibilizar trabajo y responsabilidades 
familiares, que afecta fundamentalmen-
te a las trabajadoras por el mandato 
cultural aún vigente de atribuirles el rol 
principal en la crianza de los hijos/as. 
No es un derecho garantizado en todos 
los lugares, y aun cuando esté presente 
en la legislación laboral no siempre es 
cumplido por las empresas.

b)	 El impedimento de las prácticas de 
discriminación referidas al rol de las 

10	 En Brasil, el programa de la oit denominado Género, Pobreza y Empleo (gpe) fue ampliado para incorporar la dimensión 
racial en función de su peso por la composición de la población y la configuración social del país. El objetivo es identificar y 
analizar las interrelaciones entre género, raza y pobreza, y fortalecer ambas dimensiones en las políticas públicas de comba-
te a la pobreza y de generación de empleo (www.oitbrasil.org.br).
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mujeres en la reproducción (las más 
evidentes son la no contratación de 
mujeres en edad fértil, casadas, con 
hijos/as chicos y la exigencia de algu-
nas empresas de presentar un test de 
embarazo negativo para el ingreso al 
empleo). Aunque haya normativas que 
las prohíban, son formas frecuentes de 
discriminación directa de las mujeres 
en el mercado laboral.

c)	 La protección contra el hostigamiento 
y el acoso sexual y moral en el local 
de trabajo y toda forma de explotación 
sexual y laboral; y protección contra la 
esclavitud, la trata y el tráfico de muje-
res y niñas, y el forzamiento a la prosti-
tución, el embarazo y la esterilización. 
Son especialmente vulnerables las tra-
bajadoras migrantes y de las zonas de 
frontera entre países.

d)	 El estímulo al acceso equilibrado de 
hombres y mujeres a programas y ser-
vicios de orientación y formación pro-
fesional, de empleo y de protección de 
desempleados. Adopción de medidas 
para superar los estereotipos de géne-
ro en la calificación profesional de las 
mujeres a través de la oferta de capa-
citación en áreas no tradicionalmente 
femeninas y en el dominio de nuevas 
tecnologías.

e)	 La capacitación del cuadro funcional 
del Estado que actúa en el ámbito la-
boral en el conocimiento de los instru-
mentos de derechos humanos y en la 
perspectiva de género.

	 Aunque se haya ampliado la incorpo-
ración de la perspectiva de género a 
políticas y programas gubernamenta-
les en varios países de América Latina, 
se trata todavía de una concepción aje-
na y abstracta para la mayoría de los 
funcionarios/as, y rige una fuerte do-
sis de resistencia cultural a captar su 
significado. Sin la capacitación de los 
responsables de implementar o fisca-
lizar las políticas y el cumplimiento de 
derechos no se podrá avanzar mucho 
en términos reales.

5.	 Sobre los procedimientos de control y mo-
nitoreo de los acuerdos (según propues-
tas de Ermida Uriarte, Barreto Ghione y  
Racciatti):

Los informes o memorias sobre los de-
rechos sociales deben utilizar el aná-
lisis de género en la observación del 
cumplimiento de tales derechos y en la 
formulación de recomendaciones.
Para esto es necesario utilizar los in-
dicadores de género como una he-
rramienta que permite analizar los 
impactos de los acuerdos sobre las si-
tuaciones específicas de hombres y de 
mujeres, identificar los sectores donde 
se abren o se cierran posibilidades, 
mapear las áreas de difícil solución y 
establecer directrices para la definición 
de medidas tendientes a avanzar hacia 
más igualdad.

	 cepal ha desarrollado un sistema de 
indicadores de género para América 
Latina (2000); específicamente relacio-
nada con los acuerdos comerciales, se 
destaca la propuesta de I. van Staveren 
(2007).
Trabajar con cifras desagregadas por 
sexo en la elaboración de informes, la 
formación o el desarrollo de bancos de 
datos, observatorios, etcétera. Las es-
tadísticas desagregadas por sexo y los 
indicadores de género son condición 
previa para analizar la situación diferen-
ciada de hombres y mujeres en los dis-
tintos aspectos de su inserción laboral.
Las comisiones interregionales de ex-
pertos independientes deben ser in-
tegradas por expertos en género. Se 
debe prever que por lo menos una (o 
uno) de sus integrantes tenga compe-
tencia reconocida en el tema. Si no hay 
esa presencia es más difícil que se ga-
rantice la perspectiva de género.
La participación de organizaciones de 
defensa de los derechos de las mujeres 
en los organismos representativos de 
la sociedad civil debe ser garantizada 
en los espacios de diálogo social. Sea 
«un nuevo organismo interregional» o 










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el establecimiento de «coordinación 
orgánica entre los existentes en cada 
región» (Ermida Uriarte, Barreto Ghione 
y Racciatti), en la definición de su rol y 
objetivos debe estar el monitoreo de los 
impactos de género de los acuerdos.
Es importante que el movimiento sin-
dical defienda y actúe en pro del ma-
yor compromiso de la sociedad civil 
en la definición y el posterior cumpli-
miento de los acuerdos, para darles 
transparencia y carácter democrático. 
El sindicalismo tiene quizás un rol más 
protagónico en ese espacio y debería 
impulsar «una política de alianzas am-
plia y de largo plazo», como defiende 
Padrón (2007), que es estratégica para 



evitar que el proceso y su posterior 
implementación sean de dominio ex-
clusivo de los gobiernos y las grandes 
empresas, donde prevalecen intereses 
meramente comerciales.

6.	 En el caso de que se opte por incluir en la 
propuesta sindical un apartado que retrate 
las condiciones sociales que predominan 
en el continente latinoamericano (pobreza, 
indigencia, desempleo, acceso a la tierra, 
etcétera) se las debe presentar desagrega-
das por sexo.

7.	 Sería importante proponer mecanismos de 
corresponsabilidad de las empresas en el 
cumplimiento de los derechos laborales.
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